ACTA N° 18-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las diez horas con cinco minutos del veintiuno de octubre del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia del Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M, Subdirector de la Escuela Judicial, quien preside,  Lic. Jorge Segura Román en representación del Ministerio Público, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo y la Sra. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial.  La Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, estuvo ausente por estar incapacitada.

ESCUELA JUDICIAL

ARTÍCULO I

Se aprueban la acta N°16-2004 del 2 de setiembre de 2004 y la N°17-2004 del catorce de setiembre de 2004.

ARTÍCULO II

El Lic. Donaldo Messer Benavides, Juez Juzgado de Tránsito de San Carlos, en oficio  N°84-2004 del 30 de junio de 2004 dice:

“Por este medio reciban un cordial saludo, y a la vez les formulo la siguiente consulta:

Del artículo 143 de la  Ley de Tránsito vigente se tiene que cuando no se gestione la devolución de un vehículo que se encuentre a la orden de laguna autoridad judicial, dentro del término de TRES MESES (término previsto en la Ley NO. 6106 del 7 de noviembre de 1977) éste pasará a ser propiedad del Consejo de Seguridad Vial, para uso exclusivo de la Policía de Tránsito.-  Disposición ésta que se vino recientemente a complementar con el Decreto número 31729-MOPT, publicado el día seis de abril del año en curso, en la Gaceta N° 68, decreto que dispone que cuando no se gestione la devolución de un vehículo que se encuentre a la orden de alguna autoridad judicial, transcurrido tres meses desde la firmeza de la sentencia en la que se involucre el vehículo, la Dirección General de la Policía de Tránsito deberá comunicar a la Asesoría Legal del Consejo de Seguridad Vial, que el vehículo no ha sido retirado del depósito, para los efectos de que el Consejo de Seguridad Vial haga la solicitud expresa de la aplicación del artículo 143 de la Ley de Tránsito ante la respectiva Autoridad  Judicial, y refiere los aspectos que debe contener la solicitud.

Ahora bien, recibida la solicitud en forma y comprobado que en caso concreto se da el supuesto de hecho regulado en el artículo 143 de referencia, daría paso a acoger la solicitud y ordenar el traspaso del bien a nombre del Consejo de Seguridad Vial, sin embargo al suscrito le asiste duda con relación a los siguientes aspectos:

1) Cual es el trámite en el caso de que el vehículo se encuentre afectado o gravado.  Nótese que el decreto hace alusión que al ordenar el traspaso, se debe levantar cualquier gravamen que afecte el vehículo.  Ese “cualquier gravamen” se refiere a gravámenes ordenados en el proceso de interés, o bien en forma general a los que soporta el bien, según los datos de registro.  ¡Que pasa con los terceros ajenos al proceso, que se benefician con  tales gravámenes.

2) La resolución que acoja la solicitud y ordene el traspaso, en qué forma debe ser notificada.

· Debe ser notificada solo a las partes que hayan señalado  lugar para notificaciones en el proceso respectivo-

· Se debe proceder a notificar personalmente o en su casa de habitación (con todas sus implicaciones y atraso) a quien aparezca como propietario registral en todos los casos, o bien

· Se debe realizar algún tipo de notificación por edicto, de todo la resolución o de su parte dispositiva y estaría éste a cargo del Consejo de Seguridad Vial.

Nótese que las normas referidas son omisas en éstos aspectos, por lo que se deja planteada la consulta en aras de no causar indefensión o perjuicio a quienes se verán perjudicados patrimonialmente con la aplicación del artículo 143 de la Ley de Tránsito y el citado decreto.-  A la espera de que la consulta sea evacuada, se suscribe atentamente,”
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El Lic. Eduardo González Segura, Abogado a.i. de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-263-2004 de fecha 10 de setiembre de 2004 remite el siguiente informe:

“Consulta sobre los alcances del artículo 143 de la Ley de Tránsito y su Reglamento (Decreto Ejecutivo 31729-MOPT)

“Acerca del traslado del dominio al Estado, de los vehículos que no son reclamados después de tres meses desde la firmeza de la sentencia judicial. Consecuencias y formalidades de esta facultad legal, en relación con otros gravámenes que pesan sobre el vehículo ajenos al conflicto judicial”

I. Sobre la procedencia de la Consulta: 

I.- En fecha 30 de junio de 2004, mediante oficio 84-2004, el licenciado Danaldo Messer Banavides, Juez de Tránsito de San Carlos, plantea la presente consulta a la Comisión de Asuntos Penales de la Corte Suprema de Justicia.

II.- El 9 de julio de 2002, en oficio CAP014-04, el doctor Daniel González Alvarez, Magistrado, Presidente de la Comisión de Asuntos Penales, remite a la Escuela Judicial la consulta formulada por el señor juez de San Carlos.

III.- La ley de creación de la Escuela Judicial (N° 6593), en sus artículos 6 inciso b) y 7, otorga al Consejo Directivo la competencia para hacer recomendaciones sobre la correcta aplicación de los procedimientos legales, en su aplicación judicial.

IV.- La consulta planteada sugiere dos inquietudes: a) ¿ puede o no el juez levantar todos los gravámenes de un vehículo, con la finalidad de trasladarlo al dominio del Estado por configurarse la hipótesis que faculta el artículo 143 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres ?; b) ¿ cuál debe ser la forma en que debe ser notificada la resolución que se pronuncie sobre este supuesto, y a cuáles partes debe dirigirse dicha comunicación?

V.- Por cumplir con los requisitos para su admisibilidad (según sesión 15-01 del Consejo Directivo de la Escuela Judicial), se resuelve el planteamiento del juez de tránsito en los siguientes términos: 

II. Análisis jurídico:

a. Ubicación del problema:

El tema central de la consulta gira en torno a lo dispuesto por el artículo 143 de la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres”, a cuyo tenor se establece:

“Cuando no se gestione la devolución de un vehículo que se encuentre a la orden de alguna autoridad judicial, dentro del término previsto en la Ley N. 6106 del 7 de noviembre de 1977, éste pasará a ser propiedad del Consejo de Seguridad Vial, para uso exclusivo de la Policía de Tránsito.” 

En forma complementaria, el “Reglamento de los Vehículos de la Dirección General de la Policía de Tránsito” (Decreto 31729-MOPT, publicado en la Gaceta del 6 de abril de 2004), establece los siguientes lineamientos para articular la facultad otorgada en el anterior artículo:

“Artículo 8.- La Dirección General de la Policía de Tránsito comunicará, una vez transcurridos tres meses desde la firmeza de la sentencia en la que se involucre un vehículo bajo su custodia, a la Asesoría Legal del Consejo de Seguridad Vial cuando el vehículo no ha sido retirado del depósito, para la aplicación del artículo 143 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. La Asesoría Legal será la llamada a cumplir el trámite legal para el traspaso del bien.

Artículo 9.- El Consejo de Seguridad Vial, dentro de los treinta días naturales siguientes del aviso del responsable del depósito, deberá acreditar ante la autoridad judicial a cuya orden se encuentre el vehículo detenido, en las circunstancias señaladas en el artículo anterior, la solicitud expresa de proceder conforme a lo señalado en el artículo 143 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. La solicitud deberá consignar cuando menos:

a) Autorización para que un funcionario de la Asesoría Legal del Consejo de Seguridad Vial retire los documentos propios del traspaso del vehículo.

b) Solicitud del mandamiento judicial de la inscripción, si la autoridad judicial lo considera conveniente.

c) Autorización para un funcionario de la Unidad de Control de Activos del Consejo de Seguridad Vial, proceda a retirar el vehículo.

d) Autorización para la inscripción del vehículo.

e) Solicitud de levantar cualquier gravamen que afecte el vehículo.

Artículo 10.- Lo señalado en el artículo anterior, se aplicará sin perjuicio de las facultades de la autoridad judicial de ordenar de oficio el mencionado traspaso.”
De la relación de esta normativa se desprende que el Estado estaría facultado para adjudicarse el dominio de un vehículo (bien mueble), si transcurrido un periodo determinado de tiempo -fijado por ley-, su titular no se presenta a reclamar el derecho de propiedad sobre ese objeto, y en consecuencia, se determina la firmeza de la sentencia judicial, como el parámetro para verificar el cómputo del plazo a partir del cual nace la atribución del Estado para gestionar el traspaso del dominio.

Sin embargo, como bien lo plantea el consultante, el Reglamento presenta algunos problemas para la interpretación y aplicación judiciales, específicamente, en cuanto a la dudosa validez de emitir una orden de levantamiento de los gravámenes de un vehículo por parte del juzgador, cuando proceda lo descrito en el numeral 143 referido, y en afinidad con la letra del inciso e) del artículo 9 del Reglamento, que en lo relativo a la petición que debe presentar la Asesoría Legal del CONAVI para el traslado del vehículo, ordena que la misma debe indicar cuando menos: “e) solicitud de levantar cualquier gravamen que afecte el vehículo”. 

b. Consideraciones de fondo:

Efectivamente, a partir de lo señalado por el señor juez de San Carlos, considera el suscrito que la facultad que otorga el mencionado Decreto Ejecutivo es violatoria del principio de legalidad, por ser contraria al principio de publicidad registral y a las reglas del derecho civil que ordenan la inscripción de títulos y su eficacia frente a terceros. 

Con todo, debemos partir del hecho innegable de que en la actualidad, nos resulta indispensable el conocimiento cierto acerca de la constitución de los derechos reales sobre las cosas con categoría de bienes, así como en relación con la anotación recaída sobre los bienes que garantizan el cumplimiento de derechos personales previamente constituidos (por ejemplo, los embargos).

Como consecuencia de ello, la publicidad se ha convertido en la razón de ser y el objetivo primordial de los registros inscriptores (tanto mobiliarios como inmobiliarios). Los Registros inmobiliarios fueron los primeros en nacer, y su finalidad fue la de combatir la clandestinidad, sin embargo, en la actualidad han logrado superar la etapa meramente publicística y su télesis comprende también otros efectos. Fundamentalmente, la institución del Registro Público tiene como objeto procurar a los terceros -a los acreedores, adquirentes, o de cualquiera de otro modo interesados-, conocimiento fidedigno de todo lo relativo a los bienes, y en consecuencia, otorgar mayor seguridad a los propietarios. En sentido se ha dicho: 

“El Registro tiene un fundamento racional en cuanto se deriva de la naturaleza misma del derecho real de propiedad. Es una institución formal y de garantía de éste, y es su fin hacer público el estado de los bienes inmuebles, mediante la inscripción de todos los actos por los cuales se crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas referentes a los mismos. Para realizarle, preciso es que haya un registro público en el que se hagan constar esas vicisitudes, en el que tenga cada finca su historia, por decirlo así, de tal suerte que el que quiera adquirirla o construir sobre ella un derecho real o prestar con la garantía de la misma, sepa que solo puede perjudicarle cuanto en él consta, esto es, que no hay más dueño que el que en él figura como tal, ni el fundo tiene otros gravámenes que los que en él están consignados.”

Por esta razón se afirma que el Registro Público desempeña una función de alta importancia en el incremento económico y en el bienestar de las naciones:

“Por la confianza que inspiran los informes que suministra  y por los medios que proporciona para asegurar los derechos, facilita y fomenta la contratación, desarrolla el crédito, y tranquiliza a los individuos en la posesión y disfrute de su patrimonio.”

De especial importancia, tenemos que uno de los efectos más relevantes desde el punto de vista de la seguridad jurídica, que se derivan de esta publicidad registral, son los efectos que produce la “oponibilidad a terceros”.
 

Según esta regla, todo acto o negocio surte sus efectos dentro de la esfera jurídica de personas que tomaron parte en él, sin embargo, es ineficaz respecto del resto de los sujetos, a quienes no resulta oponible dicho acto o negocio jurídico. Bajo este enfoque, si un derecho real o personal sobre un bien no ha sido inscrito en el Registro Público
, nadie tiene por qué respetar ese derecho, aunque para su titular se trate de un derecho cierto
. 

De allí, la necesidad de que todos los negocios deban consignarse en documento idóneo (generalmente en escritura pública) y enviados al Registro, con la finalidad de que se produzca su cognoscibilidad potencial erga omnes, y nadie (ningún tercero) pueda alegar ignorancia ni buena fe, pues si no indaga
 en el organismo creado a ese efecto, incurrirá en culpa y no podrá excusarse de su propia negligencia.
 

En nuestro Ordenamiento, esto lo vemos en el artículo 455 del Código Civil, que dispone que “los títulos sujetos a  inscripción que no estén inscritos, no perjudican a terceros, sino a partir de la fecha de su inscripción en el Registro.”
 Nuestra legislación especializada de tránsito sigue la misma doctrina, al disponer en su artículo 7, párrafo primero:

“Los títulos sujetos a inscripción, que no estén inscritos en el Registro Público de la Propiedad de Vehículos Automotores, no perjudican a terceros sino, desde la fecha de su presentación en el Registro, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 455 del Código Civil.”

Ahora bien, lo que interesa saber es qué sucede con aquellos títulos que se encuentran inscritos en el Registro Público de la Propiedad Mueble, respecto de los vehículos que se quieran trasladar al dominio del Estado (gravámenes de caracter privado o judicial). 

El artículo 41 del Reglamento del Registro Público de la Propiedad Mueble
, nos dice cuáles podrían ser esos gravámenes, producto de la inscripción de los documentos que les dieron origen:

“Artículo 41.- Documentos registrables. En el Registro Público de la Propiedad Mueble se inscribirán: 

a) Las escrituras públicas relativas a la constitución, transmisión, extinción o modificación de derechos de reales relativos a vehículos, buques y aeronaves.

b) Las facturas extendidas por el comercio, acompañada de solicitud del interesado, o en su defecto la fe de juramento acerca de la propiedad de bienes muebles, cuando no se trate de vehículos, buques o aeronaves.

c) Los contratos privados donde se tramita o extinga la propiedad sobre bienes muebles no enunciados en el inciso a) y b) del artículo 38 anterior y la solicitud de modificación de cambio de características sobre los mismos.

d) Las ejecutorias de sentencia en que se declare la propiedad de bienes muebles por prescripción adquisitiva en los términos dispuestos por el artículo 862 del Código Civil. 

e) Los contratos prendarios sobre bienes inscritos, los relativos a prenda sobre cosechas y ganado, los contemplados en el artículo 533 del Código de Comercio y los que afecten cualquier otro bien o  derecho no inscribible.

f) Los títulos que se dispongan embargos, restricciones y demás providencias cautelares.

g) Aquellos en que se consigne el arrendamiento o fletamento de bienes muebles.

h) Cualquier otro documento que indique la Ley.”

De acuerdo al principio jurídico de publicidad registral (primero en tiempo, primero en derecho)
, la inscripción garantiza, por su orden, el respeto del derecho real de que se trate o el eventual cumplimiento de un crédito personal en disputa sobre los bienes muebles, dando certeza acerca de la condición en que se encuentra tal objeto en relación con las pretensiones que de él tienen otros sujetos (así por ejemplo, los títulos donde se dispongan embargos, restricciones y demás providencias cautelares sobre un vehículo, según el inciso f) art. 41 del citado Reglamento).

De igual forma, el Ordenamiento provee de una excepción estipulada en los párrafos tercero y cuarto del artículo 455 del Código Civil, en el sentido de que si un derecho real no se encuentra inscrito, pero nació a la vida jurídica mediante documento idóneo, éste tiene preferencia sobre los anotantes por créditos personales anteriores que aparecen en el Registro, siempre y cuando la escritura pública donde consta ese derecho real, sea presentada dentro de los tres meses contados a partir de su nacimiento (plazo de ley).
 El artículo 44 del Reglamento del Registro de la Propiedad Mueble, dispone lo mismo:

“Artículo 44. Efectos de la inscripción registral. ... Cualquier derecho real sobre un bien mueble tendrá prioridad sobre un derecho personal, siempre y cuando el título, que ha dado nacimiento al primero, fuere presentado dentro de los tres meses siguientes a su constitución. Dicho término será computado, en el caso de documento público, a partir de la fecha de su otorgamiento, y tratándose de documento privado a partir de la razón de fecha cierta. En caso contrario el Registrador respetará el orden de prioridad de las anotaciones por derechos personales existentes al momento de la presentación del título de derecho real sobre cosa mueble, sin perjuicio de que la persona que derive ese derecho demuestre en juicio ordinario contra el anotante que su derecho es cierto y no simulado, en las condiciones establecidas en el artículo 455 del Código Civil.”

En general, nuestro ordenamiento determina reglas claras en relación con los bienes, su inscripción y su publicidad, reglas que no podemos obviar fácilmente, so pena de incurrir en arbitrariedades o consecuencias de orden legal que podrían causar daños al patrimonio de terceros. En el caso de que se ordene la adquisición o extinción de derechos patrimoniales mediante resolución judicial, el juzgador debe estar muy claro acerca de las circunstancias en que se encuentra el bien solicitado, pues de lo contrario, su resolución es susceptible de generar serios inconvenientes en el orden jurídico. 

Piénsese en el absurdo de que el Estado se adueñe de un automotor y levante todos los gravámenes que sobre él pesen (de cualquier naturaleza), con lo cual, todos aquellos que tengan mejor derecho sobre ese vehículo deberán acudir a la vía ordinaria para declararlo frente al Estado, generando importantes dificultades, tanto en términos del “engrosamiento” del número  expedientes de tramitación civil, como en lo engorroso que esto puede resultar para el ciudadano común en lo que respecta a su representación en el proceso judicial. 

Por eso, el profesor Roberto Yglesias dice con razón:

“Con la cancelación judicial de anotaciones, en casos como los señalados en estos comentarios, se introducen indirectamente y en la práctica, causales arbitrarias de extinción de derechos patrimoniales mediante la utilización de normas procesales, con evidente y grave perjuicio para quienes se han confiado en las anotaciones y en el Registro Público, pues al final de cuentas se ven imposibilitados de hacer valer sus derechos.”

III. Recomendación:

En razón de todo lo considerado, lo recomendable será que el juez, de previo a autorizar el traspaso solicitado por el CONAVI, le pida al gestionante (Departamento de la Asesoría Jurídica del CONAVI) que acredite en un plazo de tres días, si el automotor tiene gravámenes publicitados en el Registro Público, e igualmente, con la indicación de cuáles se encuentran cancelados o prescritos
. Esto, en razón de que pueden existir otros gravámenes que no sean únicamente los producidos como resultado del proceso de tránsito, y en consecuencia, sería contrario a Derecho la omisión que se haga de otras anotaciones (mejores derechos), publicitadas en el Registro de la Propiedad Mueble.
 

En todo caso, si bajo tales supuestos el juez hubiere enviado el mandamiento que ordena la transmisión del dominio del vehículo, de conformidad con el artículo 24 del Reglamento de la Propiedad Mueble, se generaría la“suspensión de la inscripción”, según la cual, el Registrador tiene la potestad de suspender la inscripción de aquellos documentos (entre ellos mandamientos judiciales) que registren actos o contratos absolutamente nulos o que carezcan de alguna de las formalidades extrísencas que las leyes exijan, o de alguno de los requisitos que debe contener su inscripción.
 El fundamento legal para dicha facultad registral, lo encontramos en lo dispuesto por el artículo 456 del Código Civil, que literalmente reza: “La inscripción no convalida los actos o contratos inscritos que sean nulos o anulables conforme a la ley.” 
Ahora, confrontada la información del CONAVI sobre los gravámenes del vehículo con el informe del Registro Público, el juez tiene tendría dos opciones: o bien rechaza la gestión de la Asesoría Jurídica de ese Consejo por existir mejores derechos publicitados en el Registro, o una vez sometida a su conocimiento tal solicitud, el juez le pide al Registro Civil certificación de la dirección de las casas de habitación registradas por las personas que aparecen en el informe como anotantes, embargantes, contratantes, nuevos adquirentes y otros, de manera que les pueda notificar en forma personal (inciso 7, artículo 2 de la Ley de Notificaciones), acerca de la gestión planteada por el CONAVI, con la finalidad de no dejarles en estado de indefensión respecto de sus derechos. En caso de que éstos no fueren localizados en ese lugar, se procedería a notificar por medio de edictos, según lo señala el párrafo segundo del artículo 7 de la Ley de Notificaciones. 

Si los interesados no se apersonaren para oponerse luego de dichos intentos, el juez podría ordenar el traspaso y los trámites que dispone el Reglamento (31729-MOPT), pues habría cumplido con no lesionar el derecho de defensa y del debido proceso, respecto de aquellos que registralmente aparecen con mejores derechos sobre el mueble. 

Finalmente, no habría problema para aprobar la petición que autoriza el artículo 143 de la Ley de Tránsito, si los únicos gravámenes que constan en el informe registral, son los nacidos como consecuencia del proceso de tránsito en el que se dictó la sentencia firme a partir de la cual se cuentan los tres meses para gestionar.

III. Conclusión:

Desde el punto de vista del principio de legalidad y del debido proceso, no procede el levantamiento de los gravámenes sobre vehículos que se pretendan trasladar al dominio del Estado (art. 143 de la Ley de Tránsito), si antes el juez no ha revisado la condición de las inscripciones que sobre tal vehículo aparecen en el informe emitido por el Registro de la Propiedad Mueble (art. 41 del Reglamento de la Propiedad Mueble). En ese caso, debe notificar a los interesados para no dejarles en estado de indefensión y luego de ello, si no hay oposiciones no habría negligencia del juez para autorizar lo que señala la Ley de Tránsito y su Reglamento.

No habrá problema en levantar los gravámenes que existan como consecuencia del proceso de tránsito que se conoció (véase inciso g, 45 del Reglamento).
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El Dr. Ardón dice que el juez no puede ponerse a levantar gravámenes y anotaciones si hay muchas de orden privado que no necesariamente son producto de una contravención  y que habría que respetarlas.  Agrega que el  Lic. Messer en su nota manifiesta que se hace alusión en el  decreto que al  ordenar el traspaso, se debe levantar cualquier gravamen que afecte el vehículo, y eso no es posible.

El Lic. Segura manifiesta que de hacerlo se están cercenando los derechos y el vehículo se debe asumir con todos los gravámenes.

El Dr. Ardón  indica que en la conclusión del informe se hace la diferencia  ya que en el segundo párrafo señaló: “No habrá problema en levantar los gravámenes que existan como consecuencia del proceso de tránsito que se conoció “, pero los otros los mantiene.

El Lic. Ivankovich y el Dr. Ardón también se refieren al párrafo primero de la conclusión  ya que se señala “En ese caso, debe notificar a los interesados para no dejarles en estado de indefensión y luego de ello, si no hay oposiciones no habría negligencia del juez para autorizar lo que señala la Ley de Tránsito y su Reglamento” y eso esta mal.

El Dr. Ardón dice que en caso de colisiones una vez firme la sentencia el gravamen se mantiene por tres meses y dentro de estos no se pide la ejecutoria y no se presenta el proceso civil solicitando la anotación de la demanda se levanta el gravamen, esto cuando son del mismo despacho, pero no así todos los que tenga.

El Lic. González manifiesta que se debe interpretar que se levanta solamente los gravámenes referentes a la colisión y se debe arrastrar todos los demás.

SE ACUERDA:    Devolver la consulta anterior para que se modifique  en el sentido de que el Juez de Tránsito estará autorizado para levantar aquellos gravámenes que con motivo del proceso de tránsito y dentro de los límites de su competencia se hayan decretado sobre el vehículo respectivo y bajo los supuestos de ley (art. 143 Ley de Tránsito). A esto se refiere precisamente el inciso e) del art. 9 del “Reglamento de Vehículos”, pues cualquier otro gravamen de otra índole y sustentado en una causa judicial o comercial (Ej. Prenda), deberá ser levantado únicamente bajo los supuestos previstos por la normativa vigente a tales efectos y por la autoridad judicial o administrativa competente según sea el caso.  Se comisiona al Lic. Otto González para que haga la corrección respectiva.   ACUERDO FIRME

ARTÍCULO III

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión N°16 celebrada el 2 de setiembre de 2004. Artículo VII conoció el oficio EJ-CAP-300-2004 suscrito por el Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación del O.I.J  y acordó referente a la solicitud de asignar los veinte bastones policiales expandibles adquiridos por la Escuela Judicial reconsiderarlo una vez que la Dirección de la Escuela consulte la posibilidad de adquirir otros con cargo a la partida 299 para el próximo año.

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial informa  que no es posible adquirir más bastones policiales expandibles este año ni el próximo ya que la partida “299  Otros materiales y suministros” no se le asignó contenido presupuestario para el 2005.  Respecto  al saldo sobre la garantía  (Universidad de Salamanca),  solo se puede utilizar para la partida “310 Equipo y mobiliario de oficina”. 
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El Bach. Minor Araya Salguero, Servidor Policial de Intervención Inmediata en oficio SPII-102-2004 del 8 de setiembre del 2004 dice:

“Actualmente y gracias a la coordinación estimulada por conducto del señor Martín Matamoros, los oficiales del Servicio Policial de Intervención Inmediata están recibiendo una capacitación en el uso del Batón Expandible de lo cual adelanto agradecer el haber accedido a tal cooperación.

No obstante, según el interés demostrado por mi persona y la actitud positiva del sr. Matamoros, la idea era que el personal fuera instruido en este tipo de instrumento policial y a su vez, éste fuera asignado a cada oficial para que se utilice en labores reales, es decir, un acuerdo de préstamo indefinido.  El Batón Expandible es una herramienta de mucha importancia en asuntos relacionados con asalto a vehículos y detención de personas agresivas.

Agradecería, por lo tanto, que su persona valore dicha posibilidad y de ser pertinente, permitir que nuestra unidad pueda contar con este, tan importante recurso al cumplir sus delicadas labores.”
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SE ACUERDA:  Comunicar al señor Bach. Minor Araya Salguero, que del presupuesto de la Escuela Judicial fue eliminada la subpartida para la adquisición de nuevos batones policiales expandibles y es necesario contar con estos para futuras capacitaciones, sin embargo, debido a que no hay cursos programados próximamente se autoriza el préstamo de forma temporal de los batones los cuales se entregaran al Director del Organismo de Investigación Judicial para que los asigne y se haga responsable de devolverlos en las mismas condiciones en el momento que se necesiten.   Se comisiona al Lic. Martín Matamoros Mora para que coordine la entrega de batones. ACUERDO FIRME.

ARTICULO IV
El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe Unidad de Capacitación del O.I.J. y el señor Manuel Alvarado Orozco, Instructor Policial en oficio  EJ-CAP-344-2004 dicen:

“Como es de su conocimiento,  en las actividades que realiza la Policía Judicial desde el punto de vista operativo y donde es necesario la utilización de vehículos;  sean operaciones planificadas o por hechos que requieren su movilización inmediata el personal de investigación se encuentra expuesto constantemente a  sufrir accidentes provocándose daños innecesarios a los vehículos, lesiones o exponiendo su propia integridad así como la de terceros.

Hemos observado que el riesgo aumenta tanto para el oficial como para terceros ya que  en su trabajo se ha aplicado  mal el uso de técnicas de protección,  mal manejo de los vehículos, el no conocer las coberturas adecuadas de protección, no se aplican las técnicas adecuadas para la  detención de vehículos y sus ocupantes; falta de planificación sistemática que permita ejecutar acciones policiales represivas, ocasionando con ello el que se ponga en riesgo su propia integridad así como la de terceros.

Es decir, hasta el momento no se había atendido este tipo de situaciones las cuales se enfrentaban desde un punto de vista empírico por parte del investigador y hasta en la mayoría de los casos, se aplican los conocimientos adquiridos por la experiencia.

En las actuaciones policiales contra  las bandas dedicadas a las actividades del narcotráfico, robo,  robos agravados en la modalidad de asalto, secuestros, proxenetismo, y otras donde el uso de vehículos es estrictamente necesario y requiere  mayor demanda; las consecuencias en un futuro inmediato derivarían en  causas penales, civiles, en materia de tránsito, Asuntos Internos e Inspección Judicial.

Parte de esas necesidades, las vemos reflejadas en el Oficio  N° 043-AC-2004 del 27 de agosto del año en curso, dirigido por parte de la Sección de Planes y Operaciones del OIJ al Lic. Jorge Rojas Vargas y donde entre otras cosas, se solicita la capacitación del personal en la conducción de vehículos en situaciones críticas. 

Es precisamente por estas razones que la  Unidad de Capacitación, mediante el diseño de un curso denominado “Detención de vehículos y sus ocupantes”, se ha dado a la tarea de brindar un apoyo al personal de investigación del OIJ, en procura suministrar las herramientas de aprendizaje necesarias para ser aplicadas en los procedimientos policiales y así lograr un mayor éxito para nuestras autoridades, tratando de reducir los riesgos que la misma actividad implica.

El factor riesgo (de cualquier clase) dentro de la función policial, es un aspecto intrínseco en la vida del personal mismo por las funciones que realiza.

Sin embargo, a pesar de las limitaciones con que cuenta nuestra institución;  hemos podido verificar que efectivamente, muchos de los conocimientos adquiridos por el personal a través de los instructores de esta Unidad, han sido puestos en práctica, brindando resultados positivos y reduciendo los riesgos antes expuestos.

 
Uno de nuestros objetivos, es la actuación en  forma planificada utilizando técnicas y estrategias tendientes a evitar muertes, lesiones, daños en las unidades policiales, así como una correcta aplicación de los procedimientos procesales respetando el ordenamiento jurídico 

Definitivamente el vehículo policial es uno medio valioso para el policía en su combate contra el hampa y de ahí su importancia.  

Creo oportuno mencionar, que para llevar a cabo la capacitación de nuestro personal, es indispensable entre otras cosas el uso de vehículos en forma constante y dentro del proceso andragógico es vital la aplicación de la Teoría del aprendizaje mediante el acto repetitivo, la cual tiene sus bases en el enfoque que tiene el curso  que es de tipo tecnológico.

De ahí que se deba contar con vehículos que sean utilizados especialmente para esa actividad.  Sin embargo no es conveniente por razones de seguridad y economía  que los vehículos oficiales sean utilizados tanto para el entrenamiento como para las labores policiales; cosa que se ha hecho hasta ahora.

En vista de las limitaciones de la Institución para proveernos de este tipo de equipo el cual es sumamente necesario; de la manera más respetuosa me permito solicitarle interponer sus buenos oficios a efecto de  que mediante consulta al Consejo Directivo de la Escuela Judicial se analice la posibilidad de solicitar la donación de varios vehículos tipo automóvil por parte de una o varias dependencias del estado y para lo cual este servidor si se tiene a bien, realizaría los tramites pertinentes.

No omito manifestar que entre las instituciones a las cuales eventualmente se pueden hacer las solicitudes son:  

A- Instituto Nacional de Seguros:  Actualmente el Poder Judicial tiene un convenio con esa Institución.

B- Instituto Costarricense sobre las Drogas (antiguo Cenadro) ubicado 300 metros Este de la BMW, carretera hacia  Curridabat.”
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SE ACUERDA:  Autorizar al Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación del O.I.J. para que solicite la donación  de vehículos tipo automóvil al Instituto Nacional de Seguros y al Instituto Costarricense sobre las Drogas.  ACUERDO FIRME.
ARTICULO V

El Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial, remite al Lic. Guido Rojas Sánchez, Director de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, CONAI el oficio EJ-DIR-428-2004 de fecha 12 de octubre de 2004 que  dice:

“Como se le informó verbalmente en reunión sostenida recientemente, la Unidad de RAC de la Escuela Judicial tiene mucho interés en darle continuidad al proyecto de "Sistematización de un modelo de mediación para la resolución pacífica de conflictos en poblaciones indígenas".   

El diseño de este plan se estuvo realizando con el Lic. Mauricio Masís, ex funcionario de CONAI.  Sin embargo, se tuvo que suspender pues La Escuela Judicial se encuentra limitada en cuanto a recursos humanos y financieros, máxime considerando que se trata de un programa muy exigente que implica, entre otros,  desplazarse a las diferentes comunidades indígenas del país en varias ocasiones, hasta lograr concretar la propuesta.

Por tal motivo, recurrimos ante usted como Director del CONAI, para solicitarle respetuosamente apoyo financiero y la asignación de personal de CONAI, para que en conjunto con la Escuela Judicial, podamos continuar con el desarrollo y ejecución de este proyecto que será de gran beneficio para los pueblos indígenas de Costa Rica. “
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El Lic. Ivankovich informa que sostuvo una reunión con el Lic. Rojas el pasado 11 de octubre y le planteó la petición de este Consejo sobre la posibilidad de apoyo financiero y asignación de personal del CONAI con el fin de darle continuidad al proyecto mencionado, debido a la imposibilidad de la Licda. Kattia Barboza de la Unidad del RAC, de continuar con este proyecto a raíz de la gran carga de trabajo que tiene en este momento. 

El Lic. Rojas manifestó su anuencia en cooperar con la Escuela Judicial, por lo que solicitó nota oficial para hacer la asignación de al menos dos personas.

SE ACUERDA:  Solicitar al Lic. Guido Rojas Sánchez, Director de la Comisión de Asuntos Indígenas, CONAI  apoyo financiero y asignación de personal del CONAI  a tiempo completo,   con el fin de darle continuidad al proyecto “Sistematización de un modelo de mediación para la resolución pacífica de conflictos en poblaciones indígenas” ya que de acuerdo como se le informo en  reunión la Escuela Judicial  no cuenta con recursos para hacerle frente a los requerimientos del proyecto.  Asimismo se le agradece todo el apoyo y colaboración que puedan brindar para llevar a cabo tan importante proyecto.  ACUERDO FIRME. 

ARTICULO VI

El Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial remite al Consejo Superior el  oficio EJ-DIR-378-2004 de fecha 13 de setiembre del año en curso que dice:

“Reciban un cordial saludo. Por este medio me dirijo a Ustedes para comunicarles que, en  días anteriores el Sr. Julio Lara, administrador del Tajo de Tacacorí de Alajuela, le indicó a la Unidad de Capacitación del OIJ que, al entrar en vigencia el “Reglamento para el funcionamiento de polígonos o campos de tiro para armas de fuego permitidas” Publicado en la Gaceta número  93, del 13 de Mayo del año en curso, no se autoriza el uso de este lugar, hasta tanto no se hagan algunas remodelaciones que se ajusten a este decreto.

Además, el polígono de tiro, situado en  San Joaquín de Flores, aún necesita de algunas mejoras de seguridad y funcionalidad pendientes, entre ellas, el techo;  por ende, no hay espacio adecuado para cumplir con la ejecución de los cursos programados para los siguientes meses.

Por tales motivos, solicito interponer sus buenos oficios en aras de que, a la brevedad posible, se realicen los ajustes  solicitados mediante oficio N° 176-SEC-04, con fecha 1° de junio del presente año, suscrito por el Lic. Marlon Schlotterhausen, asimismo, la respectiva inspección  que requiere el polígono de tiro en San Joaquín.

Ruego tomar en cuenta lo mencionado anteriormente, así como acelerar el proceso y solventar esta situación que, sin duda, afecta a la institución, específicamente en cuanto a que, investigadores, custodios de detenidos y personal de nuevo ingreso del Organismo de Investigación Judicial, no podrán recibir capacitación en el uso y manejo de armas de fuego. “
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SE ACUERDA: Tomar nota

ARTICULO VII

La señora Filadelfia Calvo Aguilar, Prosecretaria General,en oficio N°9707-04 de fecha 30 de setiembre en curso, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo superior en la sesión N°60-04 celebrada el 12 de agosto de 2004, que dice:

“ARTÍCULO IV

En sesión N° 40-04, celebrada el 3 de junio del año en curso, artículo LIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En oficio N° 732-AS-2004 del 25 de mayo del presente año, el licenciado Rónald Calvo Coto, Jefe de Administración Salarial, con el visto bueno de su superior, MBA Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, formula la siguiente consulta:

“Por haberlo así dispuesto las autoridades superiores del Poder Judicial, se reconocen “dos pasos” en el salario de los servidores que concluyen el curso de “Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales”.  Para lograr este propósito, periódicamente la Escuela Judicial remite a este Departamento la lista de servidores a los que se debe hacer efectivo dicho reconocimiento. 

En el momento en que se tramita el último listado, este Despacho detectó que varios servidores no se desempeñan como Auxiliares Judiciales, por ejemplo tenemos servidores que realizan funciones de Oficiales de Investigación, Auxiliares de Servicios Generales de  Delegaciones Regionales del O.I.J. y del Departamento de Trabajo Social y Sicología, Auxiliares Administrativos Dirección Ejecutiva, Auxiliares de Seguridad del Departamento de Seguridad, etc.

Sobre el particular, se tienen los siguientes antecedentes:


Acuerdo tomado por el Consejo Superior N° 79-00 celebrada el cinco de octubre del 2000, artículo XXIV, en donde se le acuerda lo siguiente:  “Mostrar la preocupación de este Consejo a la Escuela Judicial, en cuanto a que en algunas oportunidades se convoca a servidores a recibir capacitación en materias que no se relacionan con su trabajo diario.” 


Acuerdo de Corte Plena, sesión N° 14-02, celebrada el primero de abril del dos mil dos, artículo XXXVI, donde se conoce el impacto económico que tendría el presupuesto si se aprueban dos pasos por capacitación, el cual se realizó con base a las clases de puesto de Auxiliar Judicial 1, 2, 3, 3B, 3C, y 3D.  


“Informe de Reconocimiento Salarial a los Auxiliares Judiciales que Cursan el Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales, aprobado en la sesión N° 17-01 del Consejo Directivo de la Escuela Judicial,  celebrada el 20 de setiembre del año 2001, artículo III.”

Con el objetivo de efectuar el reconocimiento conforme corresponde, se  solicitó a la Escuela Judicial mediante el oficio N° 536-AS-2004 con fecha veintinueve de marzo del presente año, nos aclaren si estos pasos les corresponden a todos los funcionarios indicados en el informe. 

Sobre el particular, el criterio de la Escuela Judicial, externado mediante el Oficio N° EJ-DIR-155-2004 del veintiocho de abril del año en curso, es el siguiente:

“1.  El reconocimiento salarial de dos pasos le corresponde a todos los servidores judiciales, sin excepción, que aprueben todas las materias que conforman el Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales, y que se comunica oficialmente, por medio de una lista, al Departamento de Personal una vez concluida la respectiva promoción. Este beneficio salarial, debe concederse de conformidad con los criterios establecidos en el “Informe de Reconocimiento Salarial a los Auxiliares Judiciales que cursan el Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales” aprobado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión N° 17-01 del 20 de setiembre del año 2001, Artículo III y de las sesiones de la Corte Plena N° 14-2002 del primero de abril de 2002, Artículo XXXVI, N° 27-2002 del diecisiete de junio de 2002, Artículo X y N° 30-2002 del primero de julio de 2002, Artículo VII.

2.
La duda del Departamento de Personal, surge de un acuerdo del Consejo Superior respecto al reconocimiento salarial de un paso por la aprobación de un curso de preparación básica en materia penal. Cabe recordar, que los antiguos cursos de preparación básica tenían un diseño y metodología distinta al actual Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales, por lo que este último, se rige por nuevos criterios distintos a los que se aplicaban al anterior sistema de capacitación. Precisamente, una de las innovaciones, y característica esencial, del actual Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales, es el de estar compuesto de ocho materias que se relacionan directa o indirectamente con las labores propias de cualquier servidor no profesional del Poder Judicial. Esta estructura metodológica,  se diseño, con la finalidad de preparar integralmente al personal de apoyo de las distintas oficinas administrativas y judiciales a  efecto  de que pudiesen desempeñarse apropiadamente en diferentes funciones.  Por lo tanto, los participantes a este programa cumplen plenamente con el requisito establecido en el artículo 2 del Reglamento para el Incremento de Sueldos por los Cursos de Capacitación Judicial, tal y como lo indicó el informe aprobado por el Consejo Directivo en el año 2001.”

 No obstante, tomando en consideración lo resuelto por ese Consejo en  los acuerdos citados, este Departamento es del criterio de que solamente se les debe incrementar los pasos a las personas que aprobaron el curso y que se desempeñen como Auxiliares Judiciales;  salvo aquellos casos en que el Honorable Concejo Superior estime lo contrario.  Del mismo modo, este despacho es del criterio de que este beneficio sólo procede en el caso de que las personas desempeñen este puesto en forma permanente, y no en caso de ascensos.

En virtud de lo anterior ponemos en conocimiento de ese Consejo los antecedentes del caso para que defina si procede o no  el reconocimiento de dos pasos a todos los servidores indicados en el informe de la Escuela Judicial a pesar que no todos se desempeñan como Auxiliares Judiciales.”
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Se acordó: Comunicar al Departamento de Personal, que comparte y acoge este Consejo el criterio externado por ese Departamento, en consecuencia, se incrementará -únicamente- los “dos pasos” en el salario de los servidores que aprobaron el curso y que se desempeñen como auxiliares judiciales, disposición que se hará efectiva para futuros cursos, manteniendo el derecho a aquellos que ya se les otorgó.
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La señora Aida Cristina Sinclair Myers y Luis Gerardo Zamora Cruz, en su condición de alumnos actuales de la quinta promoción del mencionado curso, plantean recurso de reconsideración, en los siguientes términos:

“…les solicito reconsideración y aclaración, ya que no se indica a partir de cuál promoción se aplicará la medida y en que situación quedan los compañeros de este programa.


El acuerdo del Consejo Superior en mención dice textualmente “Comunicar al Departamento de Personal, que comparte y acoge este Consejo el criterio externado por ese Departamento, en consecuencia, se incrementará -únicamente- los “dos pasos” en el salario de los servidores que aprobaron el curso y que se desempeñen como auxiliares judiciales, disposición que se hará efectiva para futuros cursos, manteniendo el derecho a aquellos que ya se les otorgó”.


Como puede verse no indica cuáles futuros cursos son, porque en el caso de la cuarta promoción, la misma terminó desde setiembre del año pasado y en el caso de la quinta se inició desde el 12 de diciembre de 2003 y ya más bien finaliza el próximo 15 de octubre.  Consideramos que no se pueden llamar futuros cursos a los que ya se iniciaron y están por concluir (caso de la quinta promoción) o ya concluyó (caso de la cuarta promoción).


Solicitamos aclaración conforme a lo planteado anteriormente en virtud de que dicho acuerdo podría perjudicar a algunos funcionarios que no son actualmente auxiliares judiciales de la cuarta y quinta promoción y que realizaron el curso con la esperanza de iniciar una carrera en este campo, lo que era el sentido original de este curso.


Es por lo anterior que cabe reconsiderar el acuerdo dado y velar porque el principio de igualdad y proporcionalidad para que queden resguardados estos derechos.”. 
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Se acordó: Tener por recibida la solicitud de la señora Sinclair Myers y del señor Zamora Cruz, y aclarar lo dispuesto en la sesión del 3 de junio del año en curso, artículo LIII, en cuanto a que los servidores que concluyeron y los que actualmente se encuentran recibiendo el curso de “Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales” -(quinta promoción)-, se les hará el reconocimiento salarial de los “dos pasos” en su salario, siempre y cuando hayan aprobado dicha capacitación,  independientemente del puesto que ocupen. 

Para  futuras capacitaciones ese beneficio solo se les reconocerá a los servidores judiciales que ostenten el cargo de Auxiliar Judicial.

El Departamento de Personal tomará nota para lo que corresponda.”
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SE ACUERDA: Tomar nota.

ARTICULO VIII

El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en oficio EJ-CAP-363-2004 de fecha 1 de octubre del año en curso dice:

“Muy respetuosamente me permito solicitarle interponer sus buenos oficios, a efecto de que se estudie la posibilidad de financiar con fondos de la Escuela Judicial, la participación de 5 servidores de esta Unidad en el I Congreso de Ciencias Forenses el cual se realizará el 26 y 27 de noviembre del presente año.

        La cuota para participar en el Congreso es de veinticinco mil colones por persona si se cancela antes del 30 de octubre, por lo que la inversión sería de CIENTO VEINTICINCO MIL COLONES.

        Adjunto la información relacionada con este Congreso, el cual por los temas de que trata  está relacionado con la función que ejecutamos en la Unidad y permite la ampliar los conocimientos del personal,  en materia de Ciencias Forenses.”
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SE ACUERDA: Autorizar la participación de cinco servidores de la Unidad de Capacitación del O.I.J. al I Congreso de Ciencias Forenses que se realizará el 26 y 27 de noviembre de 2004 y cargar el costo de la cuota al presupuesto de la Escuela Judicial.  Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario y pago de cuota, se adjunta certificación de contenido presupuestario.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO IX

La Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-306-2004 de fecha 12 de octubre de 2004 dice:

“La Escuela Judicial y la Comisión Permanente para el seguimiento de la violencia intrafamiliar, están organizando un cine foro y una mesa redonda  referente a la película “Te doy mis ojos”; actividad académica  que se considera de gran importancia para el análisis y  la reflexión en situaciones de violencia intrafamiliar, principalmente por la  profunda repercusión en la sociedad, el seno familiar y el sistema de administración de justicia.
 Tanto el cine foro como la mesa redonda, se llevará a cabo el 25 de noviembre de este año, día internacional de la no violencia contra la mujer, a las nueve horas en el Auditorio del Organismo de Investigación Judicial.

Solicito su debida autorización y publicación en un diario oficial (La nación). Asimismo la autorización para aquellos funcionarios judiciales que deseen asistir a dicha actividad, sin sustitución, con goce de salario y en el entendido de que los despachos en que laboran tomarán las medidas necesarias para que la prestación del buen servicio público no se vea afectado. De la misma manera, no se suspendan debates ni diligencias previamente programadas para esa fecha,  deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes del despacho, en caso de ser necesario.”
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SE ACUERDA:  Aprobar  el cine foro y mesa redonda sobre la película “Te doy mis ojos”, a realizar el 25 de noviembre de 2004, a las 9:00 horas en el Auditorio del edificio del O.I.J. y se autoriza la publicación de un aviso en un diario oficial a cargo del presupuesto de la Escuela.  Comuníquese al Consejo Superior para  que autorice el permiso con goce de sueldo sin sustitución  de los funcionarios  judiciales siempre y cuando no afecte el buen servicio público.  ACUERDO FIRME.
ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL

ARTICULO X

El Lic. Martín Matamoros Mora, Abogado de la Escuela Judicial  en oficio EJ-CAP-315-2004 de fecha 12 de agosto de 2004 dice:

“Reciba mi cordial saludo. El día de ayer, el Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, Director a.í. del Organismo de Investigación Judicial me invitó a participar en una reunión con el Lic. Erick D. Bravo Dutary, Subdirector General de la Policía Técnica Judicial y la señora Maribel Sanford Gil, Jefa de la Sección de Becas de ese mismo cuerpo policial.

     El tema tratado en la reunión fue el interés de la Policía Técnica Judicial de Panamá de establecer un Convenio de Cooperación Interinstitucional en varias áreas de interés policial y que incluyen intercambio de profesores y conferencistas, pasantías del personal de la Policía Técnica Judicial en los Departamentos de Ciencias Forenses, Medicina Legal o Investigaciones Criminales, bajo la cobertura educativa de la Escuela Judicial a través de la Unidad de Capacitación.

      Para esos efectos, los funcionarios mencionados suministraron a la Dirección General del O.I.J., un borrador o proyecto de Convenio, así como un listado de los temas en que necesitan que se les brinde capacitación, todo lo cual le remito para su información y revisión.

       También le remito copias fotostáticas de los oficios y diligencias realizadas por las autoridades panameñas sobre este tema desde el año 2001 directamente ante el Organismo de Investigación Judicial.

        Por tratarse de un asunto que requiere de la toma de decisiones de alto nivel, me parece oportuno que el Consejo Directivo sea informado para lo correspondiente.

        Revisando el contenido del Convenio, me parece que existe una mezcla de temas estrictamente de naturaleza de cooperación policial y el tema de capacitación, de manera que la eventual participación de la Unidad de Capacitación en un proyecto de esta naturaleza se  debe limitar a los aspectos de capacitación.

La iniciativa me parece interesante y una excelente oportunidad de proyección de la Escuela Judicial a través de la Unidad de Capacitación en la cooperación a organismos policiales de la región, como sucedería eventualmente en el caso  concreto con la Policía Técnica Judicial de Panamá.”
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El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial remite al Lic. Jorge Rojas Vargas, Director del Organismo de Investigación Judicial el oficio EJ-DIR-341-2004 de fecha 25 de agosto del año en curso que dice:

“Debido a la existencia de antecedente, donde la Corte autoriza a la Escuela Judicial a suscribir convenios de cooperación, como lo fue recientemente con el Ministerio Público de Guatemala; en nuestra próxima sesión de Consejo Directivo, programada para el 02 de setiembre del año en curso, se conocerá  la propuesta de la Policía Técnica Judicial de Panamá (PTJP), respecto a un Convenio de Cooperación Interinstitucional con el Organismo de Investigación Judicial de Costa Rica, con fines de cooperación y formación de sus funcionarios y el intercambio de técnicas policiales conjuntas, a fin de combatir el delito en todas sus manifestaciones, con la cobertura educativa de la Escuela Judicial y desde luego, contando con el beneplácito de la Corte Suprema de Justicia.


Por tal motivo, y en aras tomar decisiones asertivas para el fortalecimiento del Organismo de Investigación Judicial, es de nuestro interés conocer su posición y observaciones al respecto, asimismo, si esta se puede asumir tomando en cuenta los recursos materiales y humanos existentes.


Sin otro particular y agradeciendo la atención a la presente”
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El Lic. Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial en oficio 0490-DG-04 de 26 de agosto de 2004 dice:

“En atención a su oficio N° EJ-DIR-341-2004, me permito manifestarle que nuestra institución ha venido trabajando con los representantes de la Policía Técnica Judicial de Panamá, para lograr que el Poder Judicial de Costa Rica firme con ellos, un Convenio de Cooperación que facilite el intercambio oportuno de información policial, permitida por Ley, así como conocimientos técnicos y científicos que permita combatir de la mejor manera la delincuencia que actúa en ambos países.

En este momento nos encontramos trabajando en el borrador del convenio, que presentaríamos en pocos días al Consejo Superior del Poder Judicial para su valoración.

Esta posición la hemos hecho del conocimiento de la señora Embajadora de nuestro país en Panamá, señora Vera Violeta Castro Castro, quien ha estado interviniendo para lograr este objetivo.”

-0-

El Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, informa que el convenio ya está redactado y se está tramitando.

SE ACUERDA: Tomar nota.

ARTICULO XI

El M.S.c. Marvin Salas Zúñiga, Jefe del Departamento de Ciencias Forenses y el Lic. Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio 527-DCF-2004 de fecha 7 de octubre de 2004 dice:

“El Departamento de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial, ha venido proponiendo desde finales del año 2002, dentro de sus planes anuales de desarrollo y capacitación, con el apoyo de la Dirección General, efectuar una vez al año, un Congreso en el campo de las Ciencias Forenses, que cubra diferentes especialidades y que a la vez permita divulgar nuestro trabajo, como parte del Poder Judicial, a la comunidad científica y legal del país, así como la región en General.

Como parte de esta actividad se desea incluir presentaciones de carácter jurídicas correlacionadas con nuestras labores judiciales, a la vez contar con expertos tanto nacionales como extranjeros de reconocida trayectoria en los diversos campos de las Ciencias Forenses, que contribuyan a un mayor desarrollo y conceptualización de los temas.

Es por ello, que solicitamos de manera respetuosa, al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, apoyar de manera regular esta actividad incluyéndola dentro de los Planes de Capacitación de la Escuela Judicial y a la vez contar con el soporte técnico y económico de ésta última, dad la trascendencia del evento y las pocas oportunidades y la imposibilidad de conseguir capacitación en el Campo de las Ciencias Forenses a nivel nacional.”
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SE ACUERDA: Aprobar  que se incluya dentro del plan de trabajo de la Escuela  Judicial para el 2005, el “Congreso de Ciencias Forenses”  y comunicar que solamente se otorgará  apoyo logístico - técnico y no económico ya que el presupuesto de la Escuela Judicial  fue limitado y no podrá solventar los gastos que conlleva este tipo de eventos.    Trasladar al Lic. Otto González Vílchez, Abogado de la Escuela Judicial para que se incluya dentro del Plan de Trabajo de la Escuela Judicial para el 2005. ACUERDO FIRME.

ASUNTOS VARIOS

ARTICULO XII

La Licda. Ana Lorena Brenes Esquivel, Procuradora General y el Lic. Farid Beirute Brenes, Procurador General Adjunto en oficio PGR-027-2004 de fecha 7 de setiembre del 2004 dicen:

 “Tal y como se lo hemos manifestado en nuestras conversaciones, consideramos esencial para la buena marcha de cualquier Institución, que sus funcionarios tengan una adecuada capacitación.

Si bien en nuestro caso se cumple con ese objetivo, siempre es necesario estar refrescando y renovando los conocimientos en las distintas materias en las que ejercemos nuestras competencias legales.

De ahí que, conocedores del alto valor académico de los cursos que imparte la Escuela Judicial, tenemos interés de que nuestros funcionarios puedan asistir a éstos.  Es por ello que le estamos solicitando, si fuese posible, que nos asignaran algunos espacios en las actividades que ustedes realizan.

Aprovechamos también la oportunidad para manifestarle que estamos anuentes a colaborar en lo que ustedes dispongan.

Agradeciendo de antemano su gentil disposición de mantener una excelente relación entre ambas oficinas, se despiden de usted, muy atentamente,”
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SE ACUERDA:   Comunicar a los licenciados Farid Beirute y Ana Lorena Brenes que se aprueba la participación de funcionarios  de la Procuraduría General de la República en las actividades que realiza la  Escuela Judicial siempre y cuando exista disponibilidad de espacios.  Se agradece a esa Dependencia la colaboración ofrecida  a la  Escuela Judicial, en lo que a materia de capacitación de refiere.  Se recomienda informar a la Dirección de la Escuela Judicial de acuerdo al plan de trabajo de la Escuela cuáles son los cursos que les interesa para coordinar lo que corresponda. (Dirección electrónica: www.poder-judicial.go.cr/ Mapa del sitio/Escuela Judicial/Plan anual de labores)  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XIII

Las licenciadas Marianela Cubero Barrantes, Psicóloga Clínica Encargada de Area de Capacitación  y Marita Vargas Hernández Coordinadora de la Secretaría Técnica de Protección del Patronato Nacional de la Infancia en oficio STAP-752-2004 de fecha 17 de setiembre del año en curso dicen:

“La Secretaría Técnica de Protección del Patronato Nacional de la Infancia, es la instancia que supervisa y brinda seguimiento a las diferentes Alternativas de Protección que tienen ingresadas personas menores de edad.  Con el fin de asegurar que la atención que se brinde garantice los derechos de la población.

En dicha oficina se cuenta con un Area de Capacitación, que direcciona los procesos de capacitación de los funcionarios de las ONG.  En este sentido, no sólo ejecuta actividades de formación hacia los funcionarios de los diferentes niveles sino además se establecen los contactos con Instituciones o instancias encargadas de procesos de capacitación, en procura de facilitar dichos procesos hacia las ONG.

Por lo anterior, es que se les solicita su cooperación para contar con cupos para actividades de capacitación que se desarrollen en los próximos meses y que sean temáticas atinentes a Niñez y Adolescencia.  No omito manifestarle que por parte de la Secretaría  Técnica de Protección pueden contar con participación en espacios de formación en temas que sean de nuestra competencia, en el momento que lo consideren pertinente.”
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SE ACUERDA: Comunicar a las licenciadas Marianela Cubero Barrantes y Marita Vargas Hernández que se aprueba participación de funcionarios del Patronato Nacional de la Infancia en las actividades que realiza la  Escuela Judicial  en el tema de la Niñez y Adolescencia siempre y cuando exista disponibilidad ya que se debe dar prioridad a los funcionarios y servidores judiciales.  Se comisiona al Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado de la Escuela Judicial para que coordine lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XIV

La Licda. Mónica Román Jacobo de la Dirección General de Hacienda y el Lic. José Armando Fallas, Viceministro de Ingresos, en oficio DGH-635-04 de fecha 4 de octubre de 2004 dicen:

“La Dirección General de Hacienda, adoptando la tendencia hacia la lucha contra la corrupción en el Sector Público, como ha sido evidenciado en los últimos meses, tomó la decisión de promover la creación de un Departamento que se encargara de detectar áreas críticas del Área de Ingresos, suceptibles de actos de corrupción por parte de funcionarios, a cualquier nivel.  Dicho esfuerzo, dio sus primeros resultados con la publicación del Decreto Ejecutivo Número 31526-H del 13 de octubre de 2003 de conformación, organización y funcionamiento del Departamento de Control y Evaluación de la Gestión Tributaria y Aduanera, conformada por dos  Áreas, la de Control Gerencial y la de Asuntos Internos, ésta última como unidad especializada en detección y tratamiento de denuncias de actos irregulares cometidos por funcionarios del Ministerio de Hacienda específicamente el Área de Ingresos.

A pesar de las múltiples limitaciones, dichas áreas ya han iniciado labores, y Asuntos Internos ha recibido material importante para investigar la comisión de supuestas actuaciones irregulares. Ésta área como un eventual “colaborador” de investigaciones judiciales (etapa prejudicial), requiere especializarse para garantizar que los procedimientos que se tramiten respeten principios esenciales como el Debido Proceso, además de proveer la prueba bien habida, para determinar responsabilidades, y en los casos necesarios, remitirlo a las autoridades competentes (OIJ, Ministerio Público, etc). 

En virtud de lo anterior, esta Dirección le solicita se someta a estudio, por parte de dicho Consejo, la posibilidad de abrir un espacio a los funcionarios que integran ésta área , para que reciban capacitación por parte de las diferentes instancias con que cuenta el Poder  Judicial (capacitación básica para auxiliares de investigador, cursos de la Escuela Judicial, entre otros), y en la medida de lo posible, y ante los hechos vividos en la política nacional (o por funcionarios y  políticos nacionales) se crea una capacitación específica en la materia de Asuntos Internos.

Resulta de gran interés para este Ministerio, que se logre la ayuda por parte del Poder Judicial, y en dicho sentido, se ofrece toda la colaboración que se encuentre en nuestras manos para lograr tal objetivo, con vista en un trabajo conjunto de investigación, siempre en busca del interés público y la rendición de cuentas al ciudadano, máxime la coyuntura que vive el país actualmente.”

-0-

SE ACUERDA: Comunicar a las licenciados  Mónica Román Jacobo de la Dirección General de Hacienda y el Lic. José Armando Fallas, Viceministro de Ingresos que se aprueba la participación de funcionarios del Ministerio de Hacienda en las actividades de su interés que realiza la  Escuela Judicial  de acuerdo al plan de trabajo establecido,   siempre y cuando exista disponibilidad ya que se debe dar prioridad a los funcionarios y servidores judiciales. ACUERDO FIRME.

ARTICULO XV

El Lic. Jaime Gerardo Garita Sánchez, Inspector Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones, en oficio N°395-2004-LE de fecha 14 de octubre del año en curso dice:

“Con un atento saludo me dirijo a su persona a fin de manifestarle que en días pasados, uno de mis colaboradores, el Lic. Ruy López González, conversó con dos distinguidos funcionarios de esa Escuela,  señores Gustavo Céspedes y Román Brescianni, con la finalidad de que integrantes de esta Dependencia puedan acceder a los cursos que ustedes imparten y que estén relacionados con la materia legal que manejamos.

Nuestro Despacho, de conformidad con el artículo 16 inciso d) de la Ley Orgánica de esta Institución, tiene a su cargo, entre otras funciones, levantar de oficio o por orden del Tribunal Supremo de Elecciones o de su Presidente, todas las informaciones necesarias para esclarecer cualquier hecho que afecte la disciplina o la correcta actuación que deben observar los empleados y funcionarios del Tribunal, del Registro Civil y de sus oficinas Regionales o ambulantes. Además de la instrucción de los procesos en materia disciplinaria, nuestra oficina, por disposición reglamentaria, es la encargada de tramitar, también en calidad de Órgano Director, todas las denuncias que se presenten para la Cancelación de Credenciales de Síndicos y Regidores y todas aquellas denuncias por Parcialidad o Participación política que el Tribunal ordene darle curso, aplicando en todos ellos las reglas establecidas para el Procedimiento Ordinario consagrado en la Ley General de la Administración Pública y los principios constitucionales que informan el debido proceso. No obstante que la mayoría de asuntos que tramitamos corresponden por materia al derecho administrativo, ante las eventuales lagunas que se presentan en la Ley, debemos estar en capacidad de integrar toda la normativa procesal que de manera supletoria se debe aplicar. (Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, Código Procesal Civil, Ley Orgánica del Poder Judicial y otras del derecho común).        

Aunado a estas labores, con mayor frecuencia se nos encarga la tramitación de procesos de resolución contractual por incumplimientos de los contratos que celebre el Tribunal con personas físicas y jurídicas.  Para realizar adecuadamente estas funciones es imprescindible el buen manejo y conocimiento de las reglas y procedimientos que orientan la Contratación Administrativa, de ahí la importancia de estar actualizando y capacitando a los funcionarios con cursos de refrescamiento.   

La coyuntura histórica por la que atraviesa el país hace cada vez más necesario una formación integral de todos aquellos profesionales que de una u otra manera les corresponde fiscalizar la legalidad y la ética en la función pública.         Consiente de esa necesidad, le adjunto los nombres y número de cédula de todos los profesionales a mi cargo, con la finalidad de que puedan ser tomados en cuenta en el Programa de Cursos que por su naturaleza y contenido, tenga afinidad con las funciones que realizamos en esta Inspección.

       

Nos interesa hacer especial énfasis en todos aquellos temas de derecho sustantivo y adjetivo en las siguientes ramas:

-    Derecho Administrativo.

-    Derecho laboral. 

-    Derecho Constitucional.

-    Principios del Proceso penal aplicables a procesos disciplinarios.

-    Técnicas de investigación en delitos contra la fe pública (falsificación de documentos públicos y auténticos, falsedad ideológica, falsificación de documentos privados, etc) 

-    Procedimientos de Resolución Alternativa de conflictos.

 

PERSONAL DEL DESPACHO QUE EVENTUALMENTE PODRÍAN PARTICIPAR:

NOMBRE DEL FUNCIONARIO 
CÉDULA DE IDENTIDAD

Licda. Kattia Villalobos Molina

1-757-307


Lic. Luis Fernando Alfaro Martínez
2-482-756


Lic. Juan Pablo Salguero López

1-897-152


Lic. Ruy Steven López González
1-836-853


Lic. Jaime Gerardo Garita Sánchez
5-126-960
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SE ACUERDA: Comunicar al Lic. Jaime Gerardo Garita, que se aprueba la participación de funcionarios del Tribunal Superior de Elecciones en las actividades de su interés que realiza la  Escuela Judicial  de acuerdo al plan de trabajo establecido,   siempre y cuando exista disponibilidad ya que se debe dar prioridad a los funcionarios y servidores judiciales.   Trasladar solicitud a los Coordinadores de los cursos de la Escuela Judicial que atienden la capacitación en los temas señalados para que en la medida de lo posible se incluya a los funcionarios mencionados. ACUERDO FIRME. 

ARTICULO 
XVI

La Dra. Priscilla Solano Castillo, Coordinadora Secretaria Técnica de Género, en oficio 156-STG-04 de fecha 12 de octubre de 2004 dice:

“ La presente misiva tiene como finalidad participarlo del proceso de divulgación y capacitación sobre el nuevo REGLAMENTO PARA PREVENIR INVESTIGAR Y SANCIONAR EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL EN EL PODER JUDICIAL que es llevando a cabo la Secretaría Técnica de Género en todo el país, a raíz de que somos coadyuvantes de este tipo de procesos.

En este sentido, hemos, hasta la fecha, brindado charlas en Heredia, Cartago, Alajuela, Complejo de Ciencias Forenses, Guápiles y San Carlos, quedando pendiente para las siguientes semanas Pérez Zeledón, Corredores, Golfito, Liberia y Santa Cruz.

De hecho, hemos contado con la participación y colaboración, durante todo este proceso, de la Escuela Judicial por medio de la Licda. Kattia Escalante, quién nos ha acompañado y presentado la perspectiva psicológica y los criterios técnicos por los cuales no se puede conciliar en este tipo de asuntos.

Es por ello, que le solicitamos, tal y como hemos venido trabajando, para San José, poder coordinar en conjunto una actividad de presentación formal del Reglamento en el auditorio del O.I.J.  Para ello estamos coordinando con la Magistrada Julia Varela y con otras entidades relacionadas con este tema.  La idea es presentar la perspectiva psicológica, los deberes y derechos de las personas que trabajan para el Poder Judicial y finalmente la presentación de dicho reglamento.

No omito informarle, que es para la Secretaría una importante actividad en la cual puede dar a conocer su participación como coadyuvante en los procesos y las facilidades que podemos brindarle a las víctimas de tan dolorosos actos constitutivos de violencia de género.

Sin otro particular y agradeciendo de antemano sus disposición para que el trabajo en equipo e Inter-departamental se lleve a cabo como una forma de ahorrarle recursos a esta institución.
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SE ACUERDA: Aprobar  la  colaboración logística y técnica   por parte de la Escuela Judicial para realizar la actividad de presentación formal sobre el  “Reglamento  para prevenir, investigar y sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial.  Se comisiona al Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado de la Escuela Judical para que coordine lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XVII

El Lic. Mateo Ivankovich, Subdirector de la Escuela Judicial  dice que en atención al acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial  en la sesión N°9 celebrada el 7 de junio de 2004, artículo X, referente a la anuencia de realizar un convenio de cooperación con la Comisión para Promover la Competencia (PROCOM) y el National Law Center, se reunió con el  Lic. Claudio Donato Monge, Presidente de PROCOM para conversar al respecto y acordaron  que el Lic. Donato confeccionara  un borrador de propuesta de convenio de cooperación que posteriormente se someterá a conocimiento de este Consejo para sus observaciones necesarias y aprobación.  Asimismo agrega que se le entregó  algunos machotes de anteriores convenios para su orientación.

SE ACUERDA: Tomar nota.

DEFENSA PUBLICA:

ARTICULO XVIII

La Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública,  remite el oficio de fecha  26 de agosto de 2004  y el N°JEF-988-2004 de fecha 21 de octubre que respectivamente dicen:

“De acuerdo con nuestras  últimas conversaciones acerca de los intereses de capacitación de la Defensa Pública, le solicito formalmente nuestra inclusión permanente en los siguientes cursos:

a- Curso de Medicina Legal para abogados, coordinado por el doctor Jorge Mario Roldán, miembro del Consejo Médico Forense.

b- Curso de Ciencias Forenses, coordinado por el Msc. Marvin J. Salas, jefe del Departamento de Ciencias Forenses.

Estos cursos se imparten desde hace varios años y cuentan con la debida aprobación de la Escuela Judicial.  En el caso particular, se ha conversado con ambos profesionales, quienes han tenido a su cargo la estructuración, coordinación y ejecución de estos cursos, y quienes concuerdan en que estos no tienen ninguna estructuración particular para fiscales, sino que por el contrario su planteamiento no presenta obstáculo alguno para ser impartido a defensores y defensoras públicas, e incluso, dada la naturaleza de los contenidos de los cursos.

Específicamente, el curso de Medicina Legal al que han accedido hasta el momento únicamente fiscales, cuenta con una población meta recomendada por semestre de 20 profesionales, razón por la que solicitamos que se nos permitan disponer de 10 espacios.  En el caso del curso de Ciencias Forenses, el coordinador nos ha informado que cuenta con una capacidad de 25 personas semestralmente, de las cuales hasta el momento se ha dispuesto de 20 espacios para fiscales y 5 espacios para jueces, bajo este entendimiento solicitamos 10 espacios por curso para distribuirlos entre defensores y defensoras.

Es muy importante tener en cuenta que la participación de la Defensa Pública es necesaria no solo desde el punto de vista práctico, pues los profesionales encargados de esta capitación consideran  que en mucho se enriquecerán los cursos con el advenimiento de los  defensores y defensoras públicas, sino que además, reviste una condición de igualdad en el acceso a las posibilidades de capacitación dentro de la  Institución, pues en resumidas cuentas, se trata de recursos dispuestos por el Poder Judicial, del cual todos formamos parte.

No omito indicarle, que la Defensa Pública incluirá dentro del plan de capacitación de 2005 ambos cursos para ejecución.”
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Oficio N°JEF-988-2004 dice:

“Le extiendo un cordial saludo y aprovecho esta oportunidad para solicitarle una pronta respuesta a nuestra solicitud de participar en los cursos de Medicina Legal para Abogados y Ciencias Forenses para Abogados, que se imparten en el Complejo Médico Forense y en los cuales no se le ha dado participación a la Defensa Pública.

En varias oportunidades se ha tratado este tema, e incluso lo he conversado tanto con su antecesor como con Usted de forma personal, sin embargo, consideramos necesario un pronunciamiento oficial y definitorio que responda nuestra solicitud.

Debo indicarle que a este oficio le adjunto varios documentos que históricamente resultan importantes, pues justifican esta petitoria y que procedo a describir: 

1-Nota dirigida al doctor Alfredo Chirino Sánchez, y de fecha 19 de agosto de 2004 donde se enviaba una lista de defensoras y defensores públicos que participarían en el curso de Medicina Legal que inició el pasado 02 de septiembre, al cual no pudieron asistir por no haberse dirimido esta situación, lo anterior pues en ese momento se creyó resuelto el punto. 

2-Nota dirigida al doctor Alfredo Chirino Sánchez, y recibida el día 30 de agosto de este año donde la Defensa Pública solicita su inclusión permanente en los cursos de Medicina Legal para Abogados y en el de Ciencias Forenses para Abogados. 

3-Nota que me dirigiera la doctora Leslie Solano Calderón, en su condición de Jefa del Departamento de Medicina Legal, donde manifiesta, entre otras cosas, su opinión acerca de la necesidad del ingreso de defensores públicos al curso de Medicina Legal para Abogados, así como la disponibilidad de cupos en este curso.

Copia del acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial número 108-CD/EJ-O2 de fecha 06 de junio del año 2002, donde en su estableció la inclusión de defensores públicos en el curso de Medicina Legal, con lo cual se demuestra que esta no es una gestión novedosa que realiza la Defensa.

Debo enfatizar que nuestra solicitud se mantiene y se reitera en los extremos de la nota de fecha 26 de agosto y recibida por la Escuela Judicial el día 30 de agosto, ambos de este año, esto es, nuestra inclusión permanente en los cursos de Medicina Legal para Abogados y Ciencias Forenses para Abogados.”
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El Lic. Jorge Segura Román  informa que  habló con la Licda. Mayra Campos y con el Lic. Francisco Dall’ Anese  sobre este punto y consideraron que para aceptar a la Defensa deben respetarse los detalles  que se están asignando al Ministerio Público para esa tramitación, que la capacitación se hizo desde el inicio tomando en cuenta  los intereses del Ministerio Público donde se analiza  la estrategia y manejo del caso por lo que ellos no podrían estar presentes,  además, el material que se está usando para entrenar a los fiscales  se financia con presupuesto del Ministerio Público, por lo tanto si se respetan esas condiciones ellos no tienen ninguna objeción, pero no están dispuestos a sacrificar algo en favor de la Defensa Pública.

La Licda. Marta Iris Muñoz Cascante se refiere a lo que dice el Lic. Segura y cree que sería importante, sin pensar en quitarle lugares a ellos ver los antecedentes que adjunta al oficio anterior, entre los que está una carta  que le remitió la Dra. Leslie Solano Calderón, Jefe del Departamento de Medicina Legal que dice:

“Reciba un cordial saludo del Departamento de Medicina Legal.

Con relación a su nota de fecha 15 de julio de 2004 y a conversación mantenida con su persona el 21 de julio de 2004, me permito ratificarle lo siguiente:

1. Los profesionales del Departamento de Medicina Legal consideramos de suma importancia la incorporación de los integrantes de la Defensa Pública en los programas de capacitación del Departamento.

2. Tanto el Doctor Jorge Mario Roldán Retana Coordinador de Docencia del Departamento de Medicina Legal como mi persona creemos que la integración de fiscales, defensores y jueces en las discusiones médico legales que se generan en la actividad docente es enriquecedora para todos.

3. Según lo indica el Doctor Roldán en los cursos previos que se han impartido a los fiscales han quedado hasta nueve cupos, por lo que considera posible si así es aprobado por el Honorable Consejo Superior la incorporación de profesionales de la Defensa Pública.

4. Usted tiene en sus manos el programa, con objetivos y contenidos que se impartirá a partir de setiembre.  Creemos que lo conveniente, como le indiqué en la conversación del 21 de julio de 2004 es efectuar una reunión con su persona, la Licenciada Yamileth Achon Chin del Ministerio Público, el Doctor Roldán y esta servidora con el fin de aclarar cualquier duda.

5. Lo relacionado con el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses deberá gestionarse directamente con el Jefe Departamental de dicha área, a quien corresponde su coordinación.”
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Como se aprecia en el oficio anterior la Dra. Solano manifiesta que en los cursos que se han impartido han sobrado cupos  por lo que la Defensa ha realizado la solicitud planteada por considerar que es irracional que se diseñe un curso solo para la ellos habiendo uno que se está dando todos los años y que podría compartirse con el Ministerio Público.   Dice que no pretende quitarle campos al Ministerio sino que se dé la oportunidad  de que los defensores ocupen los lugares que no se llenen.   Manifiesta que se debe ser conscientes, sinceros y transparentes en el sentido de que la Fiscalía no puede llenar todos esos lugares, ya que es como decir que se tienen bastantes  recursos y pensar que ambos tengan  un curso permanente además de todos los cursos que hay.  Siguiendo la posición del Lic. Dall’ Anese, su solicitud es clara en que no se les va a quitar espacios, pretende solamente que sea  la Escuela la que diga cuántos espacios no se han ocupado en cursos anteriores y se autorice que los ocupe la Defensa.  Agrega  que los encargados de impartir el curso le dijeron que se puede aumentar el número de participantes a veinticinco lugares y que el curso está planteado tanto para fiscales como jueces, por lo que se puede otorgar  lugares a jueces y defensores ya que no se deben excluir de esa capacitación.

El Lic. Segura dice que los jueces no están excluidos y reitera  que el curso es solo para fiscales ya que se planificó desde el inicio  para el Ministerio Público con la estrategia, recursos económicos  y espacios asignados al MP, si se decide otra cosa se deben respetar las condiciones que mencionó anteriormente.

El Lic. Ivankovich manifiesta que conversó con la Licda. Ana Tristán  sobre el diseño de ese curso y le informó que este no se realizó y que había quedado en  proceso de elaboración, por lo que se  podría  hacer con sustento en el diseño, considerar si se hace de forma conjunta de acuerdo con la población meta y los contenidos; y que, en algún momento, se diseñe parte para la Defensa  o el Ministerio Público.  También se puede considerar la posibilidad de hacer uno para jueces y defensores y otro para el Ministerio Público pero se debe considerar que entrar a diseñar otro curso requiere de tiempo y esfuerzo y la Escuela en estos momentos tiene otros proyectos por cumplir, por lo que habría que priorizar y además considerar la disponibilidad de los médicos.

El Dr. Víctor Ardón  dice que lo que se debe  definir en este momento es si se autoriza o no espacios para la  Defensa, ya que se tiene claro cuál  es la posición de ellos como la del Ministerio Público y esto se debe decidir hoy.

La Licda Muñoz  dice que revisó el diseño del curso que se planeó y no encontró nada que hable de estrategias para la fiscalía, además la Licda. Mayra Campos le dijo que no iban jueces a esos cursos, por lo que considera que no  han sido transparentes con ella ya que le han salido con diferentes cosas y al final no le dan los argumentos de peso y han sido contradictorios ya  que si hay una estrategia del caso no van jueces  y entiende que si asisten, entonces el argumento de que es solo para estrategias de fiscales no es tan cierto  ya que van  jueces por lo que no hay razón para que ellos no asistan.

El Lic. Segura dice que  proteger la estrategia de un caso es diferente de acuerdo con su propia  naturaleza y de las partes que intervienen en el proceso.

La Licda. Muñoz dice que los encargados del curso le manifestaron que esté está diseñado para fiscales, jueces y defensores.   

El Lic. González manifiesta que el problema habría que dividirlo en varias partes para tratar de buscar una solución, hay afirmaciones contradictorias, le parece que si el curso se diseñó para una cosa y se está dando otra, habría que analizar que en la realidad a veces no coincide la teoría con la práctica por lo que hay que decirse por uno u otro.  También analizar a quién va dirigido el curso, ya que en este momento la Fiscalía está en ventaja en relación con el resto de la población, comprende que debe haber más gente del Ministerio Público porque tienen el  monopolio de la curación, en cambio la Defensa, aunque existe privada, no puede ser paritaria porque una es potestativa y la otra obligatoria.  La realidad es que en este momento la Fiscalía pesa más que la Defensa.

La Licda. Muñoz dice que hay que tener cuidado con eso ya que se puede romper el equilibrio de la pariedad de pacto frente al proceso o sea que si se fortalece un órgano y el otro no,  no va a haber equilibrio del proceso.

El Lic. Segura dice que no puede haber equilibrio en el proceso desde  el momento en que la fiscalía  y la defensa manejan diferentes  estrategias del caso.

La Licda. Muñoz  explica que se refiere en cuanto al conocimiento de la prueba y considera que sería conveniente consultar a las personas que imparten el curso, ya que de acuerdo con conversación sostenida con ellos no hay una estrategia específica y que las técnicas de peritos, psiquiatras y ciencias forenses deben ser las mismas.  Considera que la capacitación debe ser transparente e igual para todos, ya que hay elementos de prueba que todos deben conocer así como las últimas técnicas y  que no pueden ocultarse para nadie.   Está de acuerdo en que si  no le quieren dar los campos por ser más fiscales que defensores, pero enfatiza que hay que tener cuidado con respecto a eso, ya que la Defensa no puede debilitarse en cuestiones de capacitación, ya  que llegarían ignorantes a un proceso sin poder objetar nada de la prueba  por  falta de conocimiento.

El Lic. González manifiesta que está de acuerdo en que la capacitación debe darse a todos los integrantes del Poder Judicial, pero si los del MP están dando un aporte los otros participantes deberían de aportar también..

La Licda. Muñoz dice que ella está de acuerdo en dar ese aporte, pero le gustaría que revisen los contenidos del curso ya que no se habla de estrategias del caso.

El Lic. Ivankovich considera que es importante pedir el criterio pedagógico sobre el diseño que montaron los doctores y fiscales, así como los objetivos y  la población neta etc.

El Lic. Segura  aclara que lo que se pide es un recurso para el Ministerio Público y esa experiencia  está desde hace tiempo y se está capacitando de acuerdo con los objetivos e intereses del MP con  una metodología  directamente establecida para manejar la estrategia del caso.

La Licda. Muñoz solicita se consulte a los doctores Solano y Roldán al respecto, ya que  ellos no le hubieran dicho que podía ser recibido por los defensores por tratarse estrategias del caso, ella no insistiría.

El Lic. Segura dice que la Licda. Muñoz  conversó aquí con la Licda. Mayra Campos sobre el asunto y no trajo la mención del discurso y  eso no lo dijo el primer día, por lo que tuvo que ir a preguntarle a la Licda. Campos si había conversado con ella, entonces a dónde está tal transparencia.

La Licda Muñoz dice que ella es transparente, conversó con el Lic. Dall’Anese  y precisamente él sabía que había conversado con la Licda. Campos sobre el asunto, por lo que no tiene que ocultar nada, ya que la que se opuso a la participación de los defensores fue ella y de no haberse opuesto ya se hubiera aprobado.

El Lic. Segura  manifiesta que le informará al Lic. Dall’ Anese lo que está pasando para que se decida si ellos se quedan o se van.

La Licda. Muñoz decide retirar la gestión, y solicita que todo quede documentado en actas, ya que no quiere que se entienda que ha habido falta de claridad de parte de la Defensa pues ella actuó como correspondía, habló primero con la Licda. Yamileth Achon y creyeron que no había ningún problema que se les incluyera, puesto que ella dijo que no había problema, posteriormente habló con la Licda. Campos, por lo que ella no ha faltado a la transparencia ni a la verdad, nunca ha negado que habló con la Licda. Campos y además tiene por escrito la conversación que sostuvo con ella y precisamente es ahí donde se generó el problema cuando ella dijo que no, se trató de negociar a través de conversaciones y cuando ella tenía la nota para presentarla al Consejo, el Dr. Chirino la llamó y le dijo que el Ministerio Público no los quería en los cursos, posteriormente le planteó al Dr. Chirino la posibilidad de montar un curso para ellos y fue a conversar con  los coordinadores de los cursos y le manifestaron que no había ningún problema de que los defensores participaran en el curso ya diseñado.  Ella no quiere traer ningún problema al respecto por lo que simplemente buscará la forma de solucionar la necesidad que se tiene.

El Lic. González dice que entiende que la Licda. Muñoz sea vehemente en defender la Defensa ya que es su trabajo, pero le parece dadas las circunstancias que sería mejor diseñar un curso separado para  defensores, ya  que si la parte técnica es la misma para ambos hay una visión distinta de la que tiene el Juez, el Fiscal y la Defensa, por lo que es una cuestión de cómo acondicionar el mismo conocimiento, ya que cada uno piensa diferente por lo que hay que equilibrar los papeles y tal vez sería mejor no revolverlos.

La Licda. Muñoz adiciona que si ella tiene peritos que trabajan solo con ella, estaría de acuerdo con lo que dice el Lic. González, pero los peritos son para todos y ella cree que eso es muy peligroso ya que los peritos de Medicina Legal  deben ser más objetivos y   evitar que los peritos se sientan parte del Ministerio Público, ya que actualmente eso es lo que está pasando, pero se une a lo dicho por el Lic. González de que se diseñe un curso para los defensores.

El Dr. Ardón considera que ya se ha discutido suficiente sobre el punto y se acoja la solicitud de la Licda. Muñoz de retirar el asunto.

SE ACUERDA:   Tener por retirada la solicitud de la Licda. Marta Iris Muñoz para que se incluya a los defensores en los cursos de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Se levanta la sesión a las doce  horas con diez minutos.

Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M

SUBDIRECTOR  ESCUELA JUDICIAL
























































































� En la sociedad moderna, una publicidad idónea de los derechos reales es incompatible con la utilización de mecanismos tradicionales, tales como la de los testigos -suprimida por inoperante en la legislación moderna-, la traditio -que conserva otra motivación jurídica-, la exhibición del protocolo notarial� o la publicación de edictos.





� Fernández, Alvaro. “El artículo 455 del Código Civil. Doctrina y jurisprudencia”. Tesis de grado, Universidad de Costa Rica, 1969, pag. 65. El autor se apoya en jurisprudencia de nuestra Sala de Casación Civil.





� Córdoba, Alberto. “Tratado de los Bienes”, Editorial Costa Rica, San José, Costa Rica, 1963, pag. 179.





� En ese sentido véase García C., Raúl. “Derecho registral aplicado”, Editorial Depalma, Buenos Aires, Argentina, 1993, pag. 131. De acuerdo al párrafo segundo del artículo 455 del Código Civil costarricense, se entiende por tercero quien “no ha sido parte en el acto o contrato a que se refiere la inscripción.”





� En ese sentido, el art. 37 del Reglamento de Organización del Registro de la Propiedad Mueble dispone: “De la competencia registral. De conformidad con el artículo 237 del Código de Comercio, es función exclusiva y esencial del Registro inscribir los documentos en que se constituyan, modifiquen, declaren o extingan derechos reales sobre bienes muebles y anotar en sus inscripciones los documentos expedidos por autoridades competentes sobre demandas, embargos y de más providencias cautelares relativas a esos bienes siempre que se observen los requisitos de la ley y el presente Reglamento.”





� Ver jurisprudencia de los Tribunales Superiores Civiles de San José. 


 


� De ahí que el Código Notarial le encomiende al Notario Público la tarea de “realizar los estudios registrales”, a fin de asesorar a sus usuarios acerca de la procedencia de materializar sus voluntades en determinado acto o negocio jurídico. Esto, por cuanto es reconocido que, muchas veces, la inscripción de documentos sobre la constitución de derechos (reales o personales) presenta múltiples dificultades técnicas. Véase art. 34, inciso g.





� En materia de derechos reales, se entiende que un derecho queda constituido una vez que alcanza su inscripción, antes de ese momento el derecho no existe. Lo contrario sería reconocer el dominio, u otro derecho real cualquiera, antes de existir legalmente, sería admitir un dominio sin base alguna de seguridad ni de reconocimiento por parte de todos; un dominio solo con relación al vendedor o a determinadas personas sería absurdo. 





� Cfr. artículo 455 del Código Civil. Víctor Pérez denomina a esto “inoponibilidad por falta de publicidad declarativa de la compraventa” según la cual, “un negocio puede ser eficaz entre algunos e ineficaz entre otros”. En ese sentido véase Pérez, cit. pag. 358. 





� Decir que el fundamento de este Reglamento lo da el 458 del Código Civil.


� Cfr. artículo 50 del Reglamento de la Propiedad Mueble.





� Igual para el caso de que el vehículo para los efectos del Ordenamiento de Familia, pueda ser considerado como un bien ganancial.





� Cfr. párrafos 3 y 4 del numeral 455 del Código Civil. Citar a Victor Perez, pag. 359.








� Yglesias, Roberto. “Alcances del artículo 455 del Código Civil”, en Revista IVSTITIA, número 63, año 6, San José, Costa Rica, pag. 5.





� Ver artículos 45 inciso g), 57, 58, 78 y 80 del Reglamento de organización de la Propiedad Mueble.





� El Código Notarial exige al notario público la realización de los estudios registrales, en relación con los bienes sobre los que le corresponde autorizar actos o contratos producto de la voluntad de las partes. Ver como ejemplo el inciso g del numeral 34 Código Notarial.





� Cfr. artículo 24 del Reglamento de Organización del Registro Público de la Propiedad Mueble.
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